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VOTO particular que formula el Ministro José Ramón Cossío Díaz en la Acción de Inconstitucionalidad 58/2008 y sus acumuladas 59/2008 y 60/2008, promovidas por el Partido Revolucionario Institucional, el Partido del Trabajo y el Procurador General de la República, respectivamente, en contra de la Asamblea Legislativa y del Jefe de Gobierno, ambos del Distrito Federal.

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos.

VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL MINISTRO JOSE RAMON COSSIO DIAZ EN RELACION CON LAS ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD 58/2008, 59/2008 y 60/2008.

El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión celebrada el veintisiete de mayo de dos mil ocho, resolvió una acción de inconstitucionalidad en la cual, integrantes de los partidos del Trabajo y Revolucionario Institucional, así como el Procurador General de la República, impugnaron la emisión y promulgación del Código Electoral para el Distrito Federal, así como diversos preceptos del mismo ordenamiento.

Aunque comparto diversas consideraciones en cuanto al fondo del asunto, no comparto la resolución de la mayoría relativa a la invalidez de los artículos del código mencionado que permiten el financiamiento público directo para las agrupaciones políticas locales y uso de los tiempos de radio por dichas asociaciones, prerrogativas que, previo al cumplimiento de ciertos requisitos, son otorgadas por el Consejo General del Instituto Electoral del Distrito Federal.
Para ordenar los argumentos de este voto, en primer lugar relataré los antecedentes del asunto, luego presentaré los argumentos centrales del fallo, y finalmente, demostraré que, a mi juicio, debió declararse
la validez de los artículos que permitían los derechos antes apuntados en beneficio de las agrupaciones políticas locales.

I. Antecedentes del caso

1. El diez de enero de dos mil ocho, se publicó en el Gaceta Oficial del Distrito Federal un decreto por el cual se reformaron y adicionaron diversas disposiciones del Código Electoral del Distrito Federal.

2. Por escritos presentados en esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, la Presidenta del Comité Ejecutivo Nacional del Partido Revolucionario Institucional, integrantes de la Comisión Coordinadora Nacional del Partido del Trabajo y el Procurador General de la República promovieron acciones de inconstitucionalidad, en las cuales, solicitaron la invalidez de diversos artículos del Código Electoral del Distrito Federal que fueron reformados y adicionados.
3. Los conceptos de invalidez hechos valer por los promoventes abarcaban, en esencia,
los siguientes temas:

· Sistema de asignación de diputados por el principio de representación proporcional en el que se incluye a los candidatos perdedores en los distritos uninominales.

· Existencia de agrupaciones políticas locales y los derechos de las mismas al financiamiento público y al uso de los tiempos oficiales en la radio y televisión.

· Existencia de partidos políticos locales.

· Admisibilidad de las pruebas confesional y testimonial en material electoral.

· Integración del Consejo General del Instituto Electoral del Distrito Federal.

· Nombramiento y duración en el cargo de los magistrados del Tribunal Electoral del Distrito Federal.

· Sanción a las personas que con un “fin inequívoco” se anticipen a los tiempos establecidos para las precampañas electorales.

· Examen antidoping a los candidatos, publicación de los resultados en la Gaceta Oficial y en la página de internet del Instituto Electoral del Distrito Federal y sanción por no presentarse a practicarlo.

· Condición suspensiva para la vigencia del Código Electoral del Distrito Federal.

II. Argumentos centrales del fallo

1. El Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación declaró, por mayoría de ocho votos, la invalidez de los artículos 72, fracciones V y VI, y 74 del Código Electoral del Distrito Federal, los cuales, preveían los derechos de las Agrupaciones Políticas Locales de recibir, por parte del Consejo General del Instituto Electoral del Distrito Federal, financiamiento público directo así como el uso de los tiempos de radio para dichas asociaciones en términos del mismo código.

Lo anterior se resolvió bajo el argumento de la inexistencia de justificación constitucional para que el Código Electoral del Distrito Federal hubiese otorgado dichos derechos, pues, en opinión de la mayoría, ello equivalía a compartir las prerrogativas de carácter económico y las de difusión en medios electrónicos propias de los partidos, no obstante que la Constitución obliga a suminístrales a estos últimos, en exclusiva, ambos tipos de apoyos.

2. Igualmente, el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación señaló que la naturaleza tanto de las prerrogativas ciudadanas en materia política, como de las prerrogativas de los partidos políticos, lleva a la conclusión de que el legislador local no tiene la facultad para hacer extensivas las mismas, porque con tal proceder las normas subordinadas a la Constitución harían una derivación que eliminaría el rasgo que caracteriza a aquellos privilegios, consistente en su inflexibilidad e inadaptabilidad a situación excepcional alguna.

III. Razones del disenso en cuanto a la invalidez de los artículos impugnados.

Como ya lo manifesté, a mi juicio los artículos 72, fracciones V y VI, y 74 del Código Electoral del Distrito Federal, no debieron declararse inválidos, pues no se justificaba la expulsión de dichos preceptos del ordenamiento jurídico electoral en cuestión, pues se trataban de facultades y prerrogativas que contribuían al desarrollo de la vida democrática y cívica de la misma sociedad y que no encontraban prohibición constitucional.

Los artículos 72, fracciones V y VI, y 74 del Código Electoral del Distrito Federal, que se declararon inválidos, son del tenor siguiente:

Artículo 72. Son derechos de las Agrupaciones Políticas Locales:

(…)

V. Recibir y ejercer el financiamiento público directo para los fines que establece éste Código;

VI. Hacer uso de los tiempos de radio en los términos que acuerde el Consejo General;

Artículo 74. El Consejo General destinará una bolsa anual equivalente al 2% del financiamiento público directo para el sostenimiento de actividades ordinarias permanentes asignado a los Partidos Políticos en el Distrito Federal, la cual se repartirá de la siguiente manera:

I. El 50% por partes iguales entre todas las Agrupaciones Pol{iticas (sic) Locales con registro, y

II. El 50% restante se destinará para la aplicación de los programas a los que se refiere la fracción VIII del artículo 72.

El límite máximo de financiamiento público que cada Agrupación Política Local, podrá recibir en lo individual será el equivalente al 0.2% del total del financiamiento público para los Partidos Políticos.

El Consejo General emitirá el reglamento específico para el financiamiento de las Agrupaciones Políticas Locales, a partir de los criterios antes señalados.

1. Distinción entre Partidos Políticos y Agrupaciones Políticas Locales.

El artículo 15 del Código Electoral del Distrito Federal señala que por Asociación Política se entiende “al conjunto de ciudadanos que en los términos del artículo 9 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, se reúnen para tomar parte en los asuntos políticos del país”. Así, dicho ordenamiento prevé tres formas de asociaciones políticas:

A) Partidos Políticos Nacionales;

B) Agrupaciones Políticas Locales; y

C) Partidos Políticos Locales.

De este modo, el código electoral en cuestión señala en su artículo 16 el significado y función de los partidos políticos:

“Artículo 16. La denominación de “Partido Político” se reserva, para los efectos de este Código, a las Asociaciones Políticas que tengan su registro como tal ante las autoridades electorales correspondientes.

Los Partidos Políticos, son entidades de interés público, tienen como objetivo fomentar la participación de los ciudadanos en la vida democrática, contribuir a la integración de los órganos de representación del Distrito Federal y como organizaciones de ciudadanos, hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del poder público, de acuerdo con los programas, principios e ideas que postulan y mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo.”

Por otro lado, en relación a las Agrupaciones Políticas Locales, el Código Electoral del Distrito Federal dispone lo siguiente:

“Artículo 67. Las Agrupaciones Políticas Locales son formas de asociación ciudadana que coadyuven al desarrollo de la vida democrática, por medio del desarrollo de una cultura política sustentada en la tolerancia, respeto a la legalidad, la creación de una opinión pública mejor informada y serán un medio para promover la educación cívica de los habitantes del Distrito Federal.”

De lo anterior, se desprende que para la legislación en cuestión, los partidos políticos nacionales como locales cuentan con más facultades y prerrogativas que las mismas Agrupaciones Políticas Locales, entre ellas, la posibilidad de realizar la promoción rigurosa o la búsqueda estricta del voto público para
la contribución a la integración de la representación nacional, tal como lo dispone el artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su fracción I, segundo párrafo:

I. (…)

“Los partidos políticos tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida democrática, contribuir a la integración de la representación nacional y como organizaciones de ciudadanos hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del poder público y de acuerdo con los programas, principios a ideas que postulen y mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo”.

2. La posibilidad de financiamiento y uso de los tiempos de radio para las Agrupaciones Políticas Nacionales.

Las condiciones y facultades antes señaladas para los partidos políticos no son aplicables a las agrupaciones políticas en razón de que no tienen una acción directa encaminada a cumplir con las funciones previstas en el artículo 41 constitucional. Sin embargo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no se desprende limitación o prohibición específica alguna para que los órganos legislativos de los estados o del Distrito Federal establezcan condiciones de financiamiento a favor de las agrupaciones políticas locales o bien, que éstas se encuentren imposibilitadas para su promoción a través del uso de tiempo 
de radio.

En efecto, no es posible desprender de la Constitución Federal alguna prohibición expresa respecto al financiamiento o uso de radio antes apuntados; por otro lado, de una interpretación sistemática de la misma Ley Fundamental, puede inferirse la posibilidad de financiamiento a dichas agrupaciones políticas: el inciso f) de la fracción V de la Base Primera del artículo 122 de la misma Constitución, en relación a las elecciones del Distrito Federal, dispone lo siguiente:

“V. La Asamblea Legislativa, en los términos del Estatuto de Gobierno, tendrá las siguientes facultades:

(…)

f) Expedir las disposiciones que garanticen en el Distrito Federal elecciones libres y auténticas, mediante sufragio universal, libre, secreto y directo; sujetándose a las bases que establezca el Estatuto de Gobierno, las cuales cumplirán los principios y reglas establecidos en los incisos b) al n) de la fracción IV del artículo 116 de esta Constitución, para lo cual las referencias que los incisos j) y m) hacen a gobernador, diputados locales y ayuntamientos se asumirán, respectivamente, para Jefe de Gobierno, diputados a la Asamblea Legislativa y Jefes Delegacionales”.

De este modo, en términos de elecciones del Distrito Federal, el artículo 122 constitucional nos remite a los principios y reglas del artículo 116 de la misma Constitución –que regula la conformación del poder público de los estados– y que, en relación al financiamiento de los partidos políticos, señala en su fracción IV, inciso f) lo siguiente:

IV. Las Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral garantizarán que:

(…)

g) Los partidos políticos reciban, en forma equitativa, financiamiento público para sus actividades ordinarias permanentes y las tendientes a la obtención del voto durante los procesos electorales. Del mismo modo se establezca el procedimiento para la liquidación de los partidos que pierdan su registro y el destino de sus bienes y remanentes.”

Si bien del artículo anterior se desprende la garantía de financiamiento a los partidos políticos locales por parte de los Congresos de los Estados y, por ende, de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, de dicho ordenamiento no se establece alguna prohibición específica o bien condiciones a la facultad de otorgar financiamiento para los mismos órganos legislativos estatales.

Si en el caso hubiera tal norma prohibitiva, careceríamos entonces de un sistema competencial residual como se prevé en el artículo 124 constitucional
, pues tendrían que estar detalladas todas y cada una de las condiciones y prohibiciones de esta materia en la Constitución.

De este modo, en las condiciones en que el artículo 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos permite, a mi juicio, que la Asamblea Legislativa destine —a través del Consejo General del Instituto Electoral del Distrito Federal— financiamiento público directo a las Agrupaciones Políticas Locales; de igual forma, se permite el otorgamiento de prerrogativas de radio a estas mismas agrupaciones, pues no hay prohibición para ello, siempre y cuando éstos espacios no tengan un fin electoral, sino que, su objetivo principal sea coadyuvar en el desarrollo de la vida democrática y de la cultura política y cívica de la misma sociedad.

El Ministro, José Ramón Cossío Díaz.- Rúbrica.
EL CIUDADANO LICENCIADO JOSE JAVIER AGUILAR DOMINGUEZ, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de cinco fojas, concuerda fiel y exactamente con su original que corresponde al voto particular que formula el señor Ministro José Ramón Cossío Díaz en la acción de inconstitucionalidad 58/2008 y sus acumuladas 59/2008 y 60/2008 promovidas por el Partido Revolucionario Institucional, el Partido del Trabajo y el Procurador General de la República, respectivamente, en contra de la Asamblea Legislativa y del Jefe de Gobierno, ambos del Distrito Federal. Se certifica para su publicación en el Diario Oficial de la Federación.- México, Distrito Federal, a siete de octubre de dos mil ocho.- Rúbrica.

� Artículo 9o.- No se podrá coartar el derecho de asociarse o reunirse pacíficamente con cualquier objeto lícito; pero solamente los ciudadanos de la República podrán hacerlo para tomar parte en los asuntos políticos del país. Ninguna reunión armada, tiene derecho de deliberar.


No se considerará ilegal, y no podrá ser disuelta una asamblea o reunión que tenga por objeto hacer una petición o presentar una protesta por algún acto, a una autoridad, si no se profieren injurias contra ésta, ni se hiciere uso de violencias o amenazas para intimidarla u obligarla a resolver en el sentido que se desee.


� Artículo 124.- Las facultades que no están expresamente concedidas por esta Constitución a los funcionarios federales, se entienden reservadas a los Estados.





